PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires 
DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo realice las gestiones necesarias a efectos de encontrar una rápida solución a los vecinos del Partido Del Pilar, ante los graves inconvenientes que les ocasiona la estación de peaje Arroyo Larena sobre la Autopista Pilar-Pergamino, al impedirles el constitucional derecho al libre tránsito ya que no existen caminos alternativos.
FUNDAMENTOS

Ante reiterados reclamos de vecinos del Partido Del Pilar damnificados por el Peaje Arroyo Larena de la Autopista Pilar-Pergamino, la Defensoría del Pueblo de ese distrito inició de oficio la actuación N° 1551/08. Para la Defensoría resulta  preocupante la imposibilidad de muchos vecinos de movilizarse desde sus hogares hacia la ciudad Del Pilar y viceversa, sin tener que abonar peaje.
La mencionada imposibilidad radica en la instalación de una cabina de peaje de tipo troncal a pocos metros de sus hogares, sin que existan vías alternativas para llegar a la ciudad Del Pilar; ya que por vivir en una zona de escasa densidad poblacional acuden a la misma diariamente. 

Debemos destacar que a vecinos del Partido de Exaltación de la Cruz la concesionaria les ha otorgado un descuento para traspasar el peaje y transitar en la autovía por una extensión mucho mayor de la que efectúan los vecinos del Partido Del Pilar. Al respecto la Defensoría manifestó que: “si bien consideramos a dicho descuento como insuficiente, mediante el mismo la concesionaria ha reconocido indirectamente el despropósito de cobrar el mismo peaje a quines utilizan toda la extensión de la autovía que a quienes la transitan a diario por un breve trayecto”.

Constituye una gran injusticia para muchos vecinos Del Pilar que cuando tienen obligaciones fiscales que cumplir, tramites en general o alguna compra en la ciudad cabecera del partido, y hasta llevar sus hijos a la escuela, estén obligados a abonar $ 9.20 en concepto de peaje. 
En ese sentido, la Defensoría del Pueblo ha considerado que: “el cobro de semejantes tarifas en concepto de peaje resulta un verdadero impuesto al tránsito, lesionando gravemente el constitucional derecho al libre tránsito establecido en el artículo 14 de la Constitución Nacional”.

Como agravante de esta situación la Defensoría denuncia que la empresa ha cerrado con guardrails caminos vecinales de tierra; los cuales podrían significar en alguna medida vías alternativas. Resulta evidente que la concesionaria no ha cumplido con la construcción de las colectoras que permitirían transitar sin abonar peajes. 
También como consecuencia de las obras realizadas, los vecinos de los barrios “San Carlos”, “El Jagüel” y demás frentistas a la ruta, además de no contar con vías adecuadas de ascensos y descenso a la autovía, han perdido la posibilidad de acceder a la otra mano de la misma de una manera rápida, directa, y segura, debiendo a tal fin cruzar por debajo de un puente por un camino sin asfaltar y sin cumplir las condiciones básicas de transitabilidad.
Se ha cuestionado la sugestiva ubicación del peaje troncal, sito a pocos metros del cruce con la ruta provincial Nº 6, también conocida como una de las principales rutas del MERCOSUR. Esto permite a la concesionaria abarcar en su cobro de peaje a todos los vehículos que se desvían hacia la Capital Federal y viceversa.

En otras palabras se ha permitido cobrar un peaje comprensivo de toda la extensión de la concesión, cuando la mayoría de los vehículos utilizan el camino por 10 kilómetros, desde el km 56 –inicio de la concesión- hasta el km 66 –cruce con la ruta provincial Nº 6-.       

Coincidimos con la Defensoría del Pueblo Del Pilar en el sentido de considerar inadmisible que se cierren caminos municipales, se aíslen barrios, se cobren tarifas desproporcionadas y se mantengan las obras inconclusas, con el peligro que esto supone al tránsito vehicular.
Por lo expuesto y por tratarse de una ruta nacional bajo una concesión otorgada a través de una licitación pública nacional, es que consideramos necesario que el Poder Ejecutivo realice las gestiones pertinentes a efectos de garantizar el derecho a transitar de los  bonaerenses que habitan en esta zona del Partido Del Pilar. 
